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León, Guanajuato, a diecinueve de enero del año dos mil nueve. . . . . .  . . . . . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 255/2007-RI, que contiene las actuaciones del recurso de inconformidad interpuesto por ALFONSO CASTRO NIETO, en contra del Director de Desarrollo Urbano Municipal, ahora Director General de Urbanismo de León, Guanajuato; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que en esta causa se encuentra acreditada la existencia de la negativa de la Licencia de Alineamiento y Número Oficial del inmueble ubicado en calle Roca Manzanares número 100 de la colonia Parque Manzanares de esta ciudad, con el original del oficio número DU/DIU-1407/07, de fecha veinte de agosto del año dos mil siete, que obra en el secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del citado Reglamento de Justicia Administrativa, en virtud de que el acto no afecta el interés jurídico del recurrente, ya que aún y cuando se presenta una escritura tirada ante Notario Público, donde se protocolizan las diligencias de jurisdicción voluntaria sobre información ad-perpetuam del inmueble que erróneamente le adjudicaron al inconforme, es un bien que pertenece al Municipio, como se demuestra con el plano de lotificación cuando se aprobó la traza del fraccionamiento Parque Manzanares y en los archivos de la dependencia no existe el número 100 de la calle Roca. Causal de improcedencia que resultan INFUNDADA, por las razones lógicas y jurídicas que se expresarán en el siguiente considerando.  . . 

Asimismo, hace valer la causal de improcedencia establecida en la fracción VIII del artículo 49, en relación con el artículo 30 fracción VII, del citado Reglamento de Justicia Administrativa, toda vez que el recurrente no expresa agravios de legalidad, pues omitió formular objeciones en contra de los lineamientos que rigen el acto recurrido, puesto que no precisa ni expone argumento alguno que tenga relación directa o inmediata con sus fundamentos. Causal que NO SE CONFIGURA, en virtud de que de una minuciosa lectura del escrito de recurso, al analizar de manera  conjunta los tres puntos de agravio, se advierte que se esgrime argumentación lógica y jurídica tendente a desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado y se deduce la causa de pedir, pues se dirige a desvirtuar la legalidad del oficio impugnado, por considerarlo contradictorio y carente de fundamentación y motivación. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las causales de improcedencia aducidas por la autoridad y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 49, se procede al estudio de los agravios alegados en el recurso. . 
CUARTO.- Que en el primer punto de agravio el recurrente arguye en esencia que del tercer párrafo del documento impugnado, se desprende que la autoridad demandada reconoce que es el propietario y titular del inmueble sobre el cual realizó una solicitud para obtener la licencia de alineamiento y número oficial, con el fin de cumplir con los requisitos de ley para el permiso de uso de suelo, negándose el otorgamiento de dicho documento, cuestión que transgrede sus derechos y lo deja en estado de indefensión; en el segundo agravio el recurrente sigue manifestando que escrituró dicho inmueble mediante un juicio de Diligencias de Jurisdicción Voluntaria sobre Informaciones Testimoniales Ad-Perpetuam, lo que acredita, por lo cual adquirió la propiedad del mismo y la autoridad en el documento que se impugna señala en su cuarto párrafo: “es un inmueble propiedad municipal”, argumento que así se desprende del Plano de Lotificación de la Colonia Parque Manzanares y que lo identifica como parte de la vía pública o calle, el cual es un predio considerado como Patrimonio Municipal, lo cual resulta erróneo, pues el bien lo adquirió hace más de veinticinco años y desde entonces tiene la posesión; y, en el tercer punto sigue expresando que la autoridad demandada, con la simple determinación de ser “inmueble propiedad municipal”, en su quinto párrafo le causa agravio su negativa de otorgarle el documento que se requirió con anterioridad, pues si acreditó ser el titular del bien inmueble en comento y la misma le ha reconocido tal carácter, resulta un tanto contradictoria dicha negativa, por lo anterior, es notoriamente arbitraria e infundada la respuesta que emite la autoridad, por lo que únicamente se limita a dictar una respuesta carente de fundamento y motivación, vulnerando sus derechos. En tanto que, por su parte la autoridad recurrida argumenta esencialmente que en ningún momento se le causa agravio al recurrente, en virtud de existir antecedentes en los archivos de la dependencia con los que se acredita que el inmueble de referencia es vía pública, por lo tanto, es propiedad municipal y que en ningún momento se le reconoció por parte de la autoridad como propietario por lo que con justa razón se le negó la licencia de alineamiento y número oficial. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Agravios que resultan FUNDADOS, en mérito de las  razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Los agravios transcritos, se estudian de manera conjunta, en virtud de que analizando el contenido de la argumentación lógica y jurídica de los tres puntos, se aprecia que está dirigida a desvirtuar la presunción de legalidad del oficio número DU/DIU-1407/07, de fecha veinte de agosto del año dos mil siete, al invocarse la carencia fundamento y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio en el oficio a través del cual el Director de Desarrollo Urbano ahora Director General de Urbanismo, niega de Licencia de Alineamiento y Número Oficial del inmueble ubicado en la calle Roca de Manzanares número 100 de la colonia Parque Manzanares de esta ciudad, se aprecia que lo apoya en los artículos 147, fracción I y 154, fracción II del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato; 5, 6, 7 y 385 del Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato; y 4, 168 fracción II, 171 fracciones II y V y 172 fracción I, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. En segundo lugar, se advierte que el acto a debate no se encuentra suficientemente motivado, respecto al desconocimiento de la Escritura Pública número 7,461 de fecha 11 de junio del año de 1996, otorgada ante la fe del Notario Público 61 en legal ejercicio en este Partido Judicial, en la que consta la protocolización de las diligencias de información ad-perpetuam promovidas en jurisdicción voluntaria para demostrar la posesión  del  inmueble  ubicado  en la calle Roca de  Manzanares número  100  de la 
colonia Parque Manzanares de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De  esta manera, el acto combatido no esta suficientemente motivado, en virtud de que se omite expresar argumentación en cuanto al porque no atiende al derecho consignado en la referida Escritura Pública, mediante la cual el recurrente  le pretende acreditar a la autoridad Municipal la titularidad del derecho de propiedad que dice detenta sobre el inmueble antes descrito, sin embargo, es el caso que este elemento de motivación lo intenta satisfacer la autoridad hasta la contestación del recurso de inconformidad, lo que es contrario a derecho, ya que tanto la motivación como el fundamento legal deben constar en el propio acto administrativo y no por separado; en este orden de ideas y a mayor abundamiento, sobre el particular cabe resaltar que el Director de Desarrollo Urbano Ahora Director General de Urbanismo, por un lado, omite indicar de manera detallada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas del por qué desconoce de manera plena la propiedad del inmueble que nos ocupa, pues deja de sopesar el valor de la Escritura Pública número 7,461; y, por otro lado, jamás menciona si el inmueble ubicado en la calle Roca de Manzanares número 100 de la colonia Parque Manzanares de esta ciudad, se encuentra catalogado o clasificado como del dominio público o del dominio privado del Municipio; en tal virtud, también es el caso que se omite expresar consideraciones lógicas tendentes a justificar la calidad de imprescriptible del inmueble que nos ocupa y de este modo estar en aptitud de adecuar en los motivos que existen a los artículo que expresa la autoridad recurrida como fundamento legal en el acto combatido; por consiguiente, la insuficiente motivación en cuerpo del propio acto impugnado, vulnera en perjuicio de la parte recurrente el principio de legalidad. Al Respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Segundo  Tribunal Colegiado del Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Octava Época, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 64, Abril de 1993, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43, bajo el rubro siguiente: FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”. . . .  . . . . 
Por último, en cuanto a los dictámenes periciales que obran en autos de esta causa, no se omite mencionar que no se entra al estudio de su valor probatorio, en virtud de que se adujó y se abordó un vicio de carácter meramente formal, como lo es la insuficiente motivación del acto impugnado, de ahí que, se dio una controversia sobre cuestiones de mero derecho, siendo innecesarias pruebas para acreditar la procedencia del recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo anterior, el acto impugnado es contrario a derecho, en virtud de que contiene un vicio de carácter meramente formal, que trae consigo una afectación de manera real, directa e inmediata en la esfera jurídica del inconforme, vicio que constituye una ilegalidad y viola en perjuicio de la parte recurrente los artículos 2º de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato y 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, al no respetarse el Principio de Legalidad, por ende, con fundamento en los artículos 213, fracción III, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 48, fracción III, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es procedente declarar y se declara la nulidad del acto impugnado, para el efecto de que la autoridad con plena libertad de competencia  emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia de la autoridad demandada y del contenido del acto, a fin de subsanar el vicio de carácter formal expresado en supralíneas. Al Respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido en la tesis que a la letra dice: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, FALTA DE. EFECTOS DE LA NULIDAD. Si la nulidad se declara porque las resoluciones impugnadas carecieron de fundamentación y motivación, dicha nulidad se debió declarar para el efecto de que las autoridades demandadas dictasen unas nuevas resoluciones, adecuadamente fundadas y motivadas, pero sin entrar al estudio de las cuestiones de fondo relativas a la concesión o negativa de lo solicitado, al amparo de la fundamentación y motivación legal que pudieron haberse o deberían haberse dado.”. Séptima Época; Instancia: Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Tomo: 49 Sexta Parte; visible a página: 32. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 213 fracción III y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1º, 2º fracción III, 3º, 4º, 15 fracción I, 46, 47 y 48 fracción III, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, SE  RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio número DU/DIU-1407/07, de fecha veinte de agosto del año dos mil siete, para efectos de que la autoridad  subsane el referido vicio de carácter formal y con plenitud de competencia emita otro oficio debidamente fundado y motivado, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese la presente resolución a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a la autoridad demandada por oficio, entregándoles copia de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . .  . . . . . . . . . . .
Así lo resolvió y firma en tres tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
